
mo ha dictado sentencia con fecha 30 de noviembre de 1982, 
cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso de 
apelación interpuesto por el Abogado del Estado, contra la sen­
tencia dictada el 5 de abril de 1981 por la Sala de este orden 
jurisdiccional de la Audiencia Nacional —Sección Segunda—, re­
caída en el recurso de dicha sección número 21.362, sentencia 
que procede revocar en el concreto particular de la misma, 
que anuló la sanción de 5.000 pesetas impuesta en la resolución 
de 13 de diciembre de 1979, recaída en el expediente sancionador 
227/1979, y en su consecuencia, debe declararse la expresada 
conformidad jurídica de dicha sanción, lo que determina la des­
estimación íntegra del recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Justo Amado Calvo González de la Higuera, a 
que se contrae la presente apelación; todo ello sin hacer impo­
sición de costas.»

En su virtud, este Ministerio, en cumplimiento de lo preve­
nido en la Ley de 27 de diciembre' de 1956, ha tenido a bien 
disponer que se cumpla en sus propios términos la referida sen­
tencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 10 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario de Estado 

de Hacienda, José Víctor Sevilla Segura.

limo Sr. Delegado del Gobierno en CAMPSA.

17509 ORDEN de 10 de mayo de 1983 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo en el recurso de 
apelación número 37.933/81, interpuesto por «Biol, 
Sociedad Anónima», contra sentencia de la Audien­
cia Nacional de 23 de marzo de 1981.

limo. Sr.: En el recurso de apelación número 37.933/81, in­
terpuesto por la Entidad mercantil «Biol, S. A.», contra la sen­
tencia de la Audiencia Nacional de 23 de marzo de 1981, que 
declaró ajustado a derecho el acuerdo dictado por el Ministerio 
de Hacienda de fecha 20 de julio de 1979, que confirmó el de 
esta Delegación de 28 de julio de 1978, que dispuso la obligación 
de pago de las diferencias producidas por la revalorización de 
los «stocks» existentes al entrar en vigor la Orden ministerial de 
23, de julio de 1977, se ha dictado sentencia por la Sala Tercera 
del Tribunal Supremo con fecha 7 de diciembre de 1982, cuya 
parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

«Fallamos: Que desestimando el recurso de apelación inter­
puesto por "Biol, S. A ”, debemos confirmar y confirmamos la 
sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional con fecha 23 de marzo de 1981 en el 
recurso número 21.234, que declaró ajustado a derecho el acuer­
do de la Delegación del Gobierno en CAMPSA de 28 de julio 
de 1978, confirmado por el del Subsecretario del Ministerio de 
Hacienda de 20 de julio de 1979 (que desestimó el recurso de 
alzada interpuesto contra el anterior), que reclamó a los Agen­
tes Comisionistas de CAMPSA la diferencia de precios entre 
el antiguo y el nuevamente establecido para las existencias de 
combustibles líquidos existentes en las estaciones de servicio. 
Sin hacer pronunciamiento alguno en cuanto al pago de las 
costas causadas en este recurso de apelando.»

En su virtud, este Ministerio, en cumplimiento de lo preveni­
do en La Ley de 27 de diciembre de 1956, ha tenido a bien 
disponer que se cumpla en sus propios términos la referida 
sentencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 10 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario de Estado 

de Hacienda, José Víctor Sevilla Segura.

limo. Sr. Delegado del Gobierno eh CAMPSA.

17510 ORDEN de 10 de mayo de 1983 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo en el recurso de 
apelación número 36.981/80, interpuesto por la Ad­
ministración General.

limo. Sr.: En el recurso de apelación número 38.961, inter­
puesto por la Administración General, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra sentencia dictada en 22 de 
septiembre de 1980 por la Sala Segunda de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo de la Audiencia Nacional, sobre explotación de una 
estación de servicio en Argés (Toledo), se ha dictado sentencia 
por la Sala Tercera del Tribunal Supremo con fecha 21 de junio 
de 1982, cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

«Fallamos: Que desestimando la apelación 38.981/80, inter­
puesta por la Administración General, representada por el Abo­
gado d®l Estado contra sentencia dictada en 22 de septiembre

de 1980 por la Sección Segunda Jurisdiccional de la Audiencia 
Nacional, en que es parte apelada, no comparecida, don José 
Utrilla de la Vega sobre concesión de estación de servicio de 
CAMPSA en el pueblo de Argés (Toledo), debemos confirmar y 
confirmamos la sentencia apelada por ajustarse al ordenamiento 
jurídico, sin declaración alguna sobre las costas.»

En su virtud, este Ministerio, en cumplimiento de lo preve­
nido en la Ley de 27 de diciembre de 1956, ha tenido a bien dis­
poner que se cumpla en sus propios términos la referida sen­
tencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Lo que comunico a V. i. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 10 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario de Estado 

de Hacienda, José Víctor Sevilla Segura.

limo. Sr. Delegado del Gobierno en CAMPSA.

17511 ORDEN de 10 de mayo de 1983 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Audiencia Nacional en los recursos núme­
ros 21.214 y 21.329, interpuestos por el «El Portazgo, 
Sociedad Limitada y por don Víctor Caramanzana 
Revuelta, respectivamente.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 21.214, interpuesto por «El Portazgo, S. L.», contra resolución 
tácita del Ministerio de Hacienda, y posteriormente resuelta ex­
presamente con fecha 28 de noviembre de 1979, por la que se 
estima el recurso de alzada interpuesto- contra acuerdo de la 
Delegación del Gobierno en CAMPSA de 31 de julio de 1978, por 
la que se considera justificada la formación del A. S. núme­
ro 4.928 en Medina de Rioseco (Valladolid), a cuyo recurso se 
encuentra acumulado el número 21.329, interpuesto por el Procu­
rador señor Sánchez Jarregui, en nombre y representación de 
don Víctor Caramanzana Revuelta, contra la resolución expresa 
de 28 de noviembre de 1979, y en el que la Administración 
demandada ha estado representada y defendida por el señor 
Abogado del Estado, se ha dictado sentencia por la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional con fe­
cha 15 de octubre de 1982, cuya parte dispositiva es del tenor 
literal siguiente:

«Fallamos: Que desestimando los recursos contencioso-admi- 
nistrativos acumulados en los presentes autos, número 21.214, in­
terpuesto por el Procurador don Femando Aragón Martín, en 
nombre y representación de ”E1 Portazgo, S. L.”, contra resolu­
ción tácita del Ministerio de Hacienda, posteriormente ampliado 
contra la resolución expresa de 28 de noviembre de 1979, que 
desestima el recurso de alzada interpuesto contra acuerdo del 
Delegado del Gobierno en CAMPSA de 31 de julio de 1978, y 
el número 21.329 interpuesto por el Procurador señor Sánchez 
Jarregui, en nombre y representación de don Víctor Caraman­
zana Revuelta, contra la resolución del Ministerio de Hacienda 
de 28 de noviembre de 1979, debemos declarar y declaramos 
que la resolución impugnada es conforme a derecho, sin hacer 
expreso pronunciamiento sobre costas.»

En su virtud, este Ministerio, en cumplimiento de lo preve­
nido en la Ley de 27 de diciembre de 1966, ha tenido a bien dis­
poner que se cumpla en sus propios términos la referida sen­
tencia y se publique el aludido fallo en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Lo que comunicó a V. I. para su conocimiento y demáí- 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 10 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario de Estado 

de Hacienda, José Víctor Sevilla Segura.

limo. Sr. Delegado del Gobierno en CAMPSA,

17512 ORDEN de 10 de mayo de 1983 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Audiencia Nacional en el recurso número 21.427, 
interpuesto por don Antonio Gómez Prieto.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 21.427t interpuesto por don Antonio Gómez Prieto, contra la 
resolución del Ministerio de Hacienda de 22 de enero de 1980, 
que desestimó el recurso de alzada interpuesto contra acuerdo 
de la Delegación del Gobierno en CAMPSA de 18 de febrero de 
1979, por el que se otorgó a «Hermanos Blanco, S. A.», la con­
cesión para la instalación de una estación de servicio en Cas- 
tronuevo de Arcos (Zamora), se ha dictado sentencia-por la 
Sección Segunda, Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional con fecha 12 de noviembre de 1981, cuya 
parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

«Fallamos: Que estimando el recurso presentado por el Pro­
curador señor Aragón Martín, en nombre y representación de 
don Antonio Gómez Prjeto, contra resolución del Ministerio de 
Hacienda de fecha 22 de enero de 1980, por la que se desestima 
el recurso de alzada interpuesto contra acuerdo de la Delega­
ción del Gobierno en CAMPSA de 8 de febrero de 1979, por la


